El siguiente es el documento presentado por la Magistrada Ponente.  El contenido total y fiel debe ser verificado en la Secretaría de esta Sala. 

Providencia:
Sentencia 2ª Instancia – 21 de agosto de  2018

Radicación Nro. :
66001-31-03-005-2018-00439-01

Proceso:

Acción de tutela

Accionante: 

Diana Stephanie Muñetón Rincones
Accionado:

Unidad Administrativa Especial de Gestión Pensional  y   Contribuciones Parafiscales de la Protección Social -UGPP-

Magistrado Ponente: 
Claudia Marìa Arcila Ríos
Temas:                                SEGURIDAD SOCIAL  / INEXISTENCIA FENÓMENO DE LA COSA JUZGADA/ HECHO SUPERADO – Suspensión pago de la mesada pensional y desafiliación del régimen de salud-/  DERECHO DE PETICIÓN -Inclusión en nómina mesadas pensionales / TÉRMINOS PARA TRÁMITES ANTE EL UGPP / NO SE HA BRINDADO RESPUESTA  /CONFIRMA PARCIAL.
3. Para empezar por esto último, debe precisarse que a la actuación se incorporaron copias de las sentencias de tutela proferidas por los Juzgados Tercero Civil del Circuito y Tercero de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de Pereira, ambas el 10 de octubre de 2017. Sin embargo, de los hechos en ellas plasmadas, surge evidente que no guardan relación con los que son objeto de esta decisión. En efecto, las controversias que allí se plantean se refieren a la falta de contestación de las solicitudes que elevó la accionante el 6 de julio y el 2 de agosto de 2017 para obtener el pago de las mesadas pensionales generadas, en su orden, en el periodo comprendido entre octubre y diciembre de 2016
 y desde el mes de julio de 2017
, es decir que los debates allí propuestos tienen que ver con peticiones diferentes a la que ahora es objeto de estudio.

De esa manera las cosas, como no se ha producido la cosa juzgada, es procedente definir de fondo la cuestión.

(…)
5. Surge de lo anterior, inicialmente, que la lesión del derecho a la seguridad social, atribuido a la UGPP por la suspensión del pago de la mesada pensional y la desafiliación del régimen de salud, se encuentra satisfecho en la actualidad.

(…)

5. En relación con las demás pretensiones, relativas a la inclusión en nómina las mesadas que se sigan generando y se resuelva de fondo la petición que elevó, al tener estas puntos comunes, la Sala se pronunciará sobre ellas de forma conjunta. 

El amparo está llamado a prosperar pero solo respecto a lo relativo al amparo del derecho de petición, porque, tal como quedó acreditado la UGPP no ha emitido pronunciamiento alguno sobre las mesadas pensionales que posteriormente se ocasionen, pues la respuesta brindada a la reclamación se refiere únicamente a las dejadas de pagar por el primer semestre de este año, y por ende, lo procedente era impartir la orden para que se pronunciara sobre esa solicitud.

(…)
Esta, al ejercer su derecho de defensa dijo que para la fecha en que se presentó la acción constitucional no había vencido el término de dos meses con que contaba para resolver la petición. Empero, la Sala no comparte ese argumento en razón a que de conformidad con la jurisprudencia constitucional, ese término se entiende concedido para aquellos casos en que se deba decidir sobre el reconocimiento de la pensión de sobreviviente
 que no fue lo que se le pidió en este asunto. Por tanto, como lo indicó la funcionaria de primera instancia, el lapso aplicable al asunto es el general de 15 días hábiles, el que aquí se superó con creces.  
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SALA DE DECISIÓN CIVIL FAMILIA

 
  Magistrada Ponente: Claudia María Arcila Ríos

 
  Pereira, agosto veintiuno (21) de dos mil dieciocho (2018)

 
  Acta No. 303 del 21 de agosto de 2018

  Expediente No. 66001-31-03-005-2018-00439-01
Procede la Sala a resolver la impugnación que formuló la Unidad Administrativa Especial de Gestión Pensional y Contribuciones Parafiscales de la Protección Social -UGPP-, frente a la sentencia proferida por el Juzgado Quinto Civil del Circuito de Pereira, el 17 de abril último, en la acción de tutela que instauró la señora Diana Stephanie Muñetón Rincones contra la recurrente, a la cual fueron vinculados los Directores Jurídico y de Pensiones y los Subdirectores de Normalización de Expedientes, de Determinación de Derechos Pensionales y de Nómina de Pensionados de esa Unidad.
ANTECEDENTES

1. Relató la demandante los hechos que admiten el siguiente resumen: 

1.1 Por Resolución ACMG 46384 de 2006 Cajanal les reconoció a ella y a su progenitora la pensión de sobrevivientes, en su calidad de beneficiarias del señor Francisco Javier Muñetón Duque, quien falleció el 30 de abril de 2006. 
1.2 El 2 de octubre de 2016 adquirió la mayoría de edad y como cumple los requisitos contemplados en la Ley 1574 de 2012, desde esa fecha, semestralmente ha solicitado a la entidad accionada el pago de la mesada pensional de sobrevivientes correspondiente.

1.3 Actualmente cursa la carrera de medicina veterinaria y zootecnia en la Universidad Tecnológica de Pereira, con una intensidad horaria 
de 20 horas semanales.
1.4 Desde el pasado mes de enero se suspendió el pago de la mesada pensional y fue desafiliada del sistema general de salud.

1.5 El 6 de febrero último elevó petición ante la demandada para que le fueran canceladas esas prestaciones desde aquella fecha, pero hasta el momento, y luego de vencido el término determinado en la Ley 1437 de 2011, no ha recibido respuesta alguna.  

2. Considera lesionados los derechos de petición y la seguridad social. Para su protección, solicita se ordene a la UGPP: a) resolver de fondo su reclamación y b) restablecer el pago de su mesada pensional desde el mes de enero de este año; consignar las que le adeuda desde el mes de enero de este año y hasta cuando subsista legalmente la obligación de hacerlo y c) reactivarla en el sistema general de salud.
A C T U A C I Ó N   P R O C E S A L

1. Por auto del pasado 4 de abril se admitió la acción y se ordenó vincular a los Directores Jurídico y de Pensiones y los Subdirectores de Normalización de Expedientes, de Determinación de Derechos Pensionales y de Nómina de Pensionados de la UGPP.
2. Se pronunció el Subdirector de Defensa Judicial y Pensional de     la UGPP para manifestar que en este caso, cumplida la obligación    de acreditar la calidad de estudiante, se procedió a crear la    novedad de nómina y a liquidar el monto pensional para luego reportarlo al Consorcio FOPEP. Al pago de esa prestación, que no     es automática pues se trata de una de aquellas que están sujetas      a la verificación de aquella condición académica, se procedería en     el mes de marzo de este año, teniendo en cuenta que en esa     fecha se cumple el término de dos meses con que cuenta esa  entidad para la inclusión en nómina de la “indemnización sustitutiva de la pensión de sobreviviente”. En este momento el pago se encuentra disponible para cobro, razón por la cual se presenta una 
carencia actual de objeto por hecho superado.
También señaló que la acción de tutela es improcedente para solicitar el reconocimiento de prestaciones sociales, máxime que en este asunto se dejó de acreditar un perjuicio irremediable.
3. Mediante sentencia del 17 de abril pasado la señora Jueza Quinta Civil del Circuito de Pereira concedió el amparo invocado y ordenó a la UGPP suministrar respuesta de fondo a la petición formulada por la actora el 7 de febrero de este año.
Para decidir así, con fundamento en jurisprudencia de la Corte Constitucional que consideró aplicable al caso, estimó que la accionada lesionó el derecho de petición de la demandante al abstenerse de dar respuesta oportuna a la solicitud elevada. Agregó que en este asunto no se presenta el fenómeno del hecho superado ya que además de que se dejó de acreditar la existencia de la respuesta a la reclamación, la demandante manifestó que no se encuentra aún disponible el valor de las mesadas pensionales atrasadas.
4. Inconforme con el fallo, el Subdirector de Defensa Judicial y Pensional de la UGPP lo impugnó. En escrito por medio del cual sustentó las razones de su disenso cual acudió a los mismos argumentos que expuso en el escrito de contestación de la demanda, a lo que agregó que en este caso se incurrió en una evidente temeridad pues la accionante ya había instaurado dos acciones de tutela similares a la presente, la primera fue resuelta por el Juzgado Tercero de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad local, mediante sentencia del 10 de octubre de 2017, en la que decidió negar la protección por hecho superado y de la segunda conoció el Juzgado Tercero Civil del Circuito de esta ciudad que concedió el amparo solicitado.
5. Ese recurso, luego de verificada su oportuna interposición, fue concedido mediante auto del 17 de julio último.

C O N S I D E R A C I O N E S 
1. La acción de tutela permite a toda persona reclamar ante los jueces, mediante un procedimiento preferente y sumario, la protección de sus derechos fundamentales cuando quiera que resulten vulnerados o amenazados por la acción u omisión de cualquier autoridad pública o aun de los particulares, en los casos que reglamenta el artículo 42 del Decreto 2591 de 1991. 

2. Corresponde a la Sala decidir si procede el amparo para ordenar a la entidad accionada: a) pagar las mesadas pensionales adeudadas a la demandante desde el mes de enero de este año, así como las que en adelante se generen, mientras se cumplan los requisitos legales que autorizan obtenerla y b) afiliarla nuevamente al sistema general de salud. Además, si la demandada lesionó el derecho de petición de que es titular la actora o si se está frente a un hecho superado tal como lo plantea esa autoridad y si se está frente al fenómeno de la cosa juzgada que alega la recurrente.
3. Para empezar por esto último, debe precisarse que a la actuación se incorporaron copias de las sentencias de tutela proferidas por los Juzgados Tercero Civil del Circuito y Tercero de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de Pereira, ambas el 10 de octubre de 2017. Sin embargo, de los hechos en ellas plasmadas, surge evidente que no guardan relación con los que son objeto de esta decisión. En efecto, las controversias que allí se plantean se refieren a la falta de contestación de las solicitudes que elevó la accionante el 6 de julio y el 2 de agosto de 2017 para obtener el pago de las mesadas pensionales generadas, en su orden, en el periodo comprendido entre octubre y diciembre de 2016
 y desde el mes de julio de 2017
, es decir que los debates allí propuestos tienen que ver con peticiones diferentes a la que ahora es objeto de estudio.
De esa manera las cosas, como no se ha producido la cosa juzgada, es procedente definir de fondo la cuestión.

4. Las pruebas arrimadas al expediente acreditan los siguientes hechos:

4.1 El pasado 7 de febrero
, la actora presentó ante la UGPP solicitud tendiente a que se le cancelaran las mesadas pensionales, a que tiene derecho como beneficiaria de su fallecido padre, que se dejaron de pagar a partir del mes de enero anterior y aquellas que se ocasionaran con posterioridad “hasta tanto subsistan las mismas causales para el reconocimiento”. Y para que la afiliaran de nuevo al sistema de salud
.
4.2 En oficio del 23 de abril último, dirigido a la actora, el Subdirector Jurídico de esa entidad le informó que luego de adelantadas las verificaciones del caso se procedió a realizar la novedad y la liquidación correspondiente “para el periodo 2018-I”; “reportando para su pago al Consorcio FOPEP para el mes de MARZO DE 2018” y que esa entidad, en su página web, “determina los pagos así:”, sin embargo no resulta legible la información que suministra y termina diciendo que “el pago antes señalado, se estima será cancelado el 26 de MARZO DE 2018”
.    
4.3 No se aportó prueba del envío de ese escrito a su destinataria.

4.3 El 16 de agosto pasado, la accionante manifestó a esta Sala que la UGPP ya la había reactivado en el sistema general de salud y le había pagado las mesadas ocasionadas desde el mes de enero de este año. No supo dar cuenta de si ya había recibido aquella respuesta, porque, según dijo, el correo electrónico suministrado para notificaciones es de su hermano e ignoraba si este ya estaba enterado de esa información
. 

5. Surge de lo anterior, inicialmente, que la lesión del derecho a la seguridad social, atribuido a la UGPP por la suspensión del pago de la mesada pensional y la desafiliación del régimen de salud, se encuentra satisfecho en la actualidad.
De esta manera las cosas, se justifica dar aplicación al artículo 26 del Decreto 2591 de 1991, según el cual: “Cesación de la actuación impugnada. Si estando en curso la tutela, se dictare resolución administrativa o judicial, que revoque, detenga o suspenda la actuación impugnada, se declarará fundada la solicitud únicamente para efectos de indemnización y costas, si fueren procedentes...".
Sobre el tema ha dicho la Corte Constitucional:  

“2.2. Por su naturaleza, la tutela está llamada a operar en aquellos eventos en los que la situación fáctica exige la pronta adopción de medidas de protección, razón por la cual su eficacia radica en la posibilidad que tiene el juez constitucional, si encuentra probada la amenaza o violación alegada, de impartir una orden dirigida a garantizar la defensa actual e inminente del derecho afectado.

2.3. Por eso, cuando la causa de la violación o amenaza de los derechos fundamentales cesa o desaparece, la acción de tutela pierde su razón de ser, pues la orden que pudiera proferir el juez en defensa de tales derechos no tendría ningún efecto, resultando innecesario un pronunciamiento de fondo. De acuerdo con la jurisprudencia constitucional, cuando tal situación tiene lugar se está en presencia de una carencia actual de objeto por hecho superado.

2.4 En reiterada jurisprudencia, la Corte ha expuesto que se constituye una carencia actual de objeto por hecho superado, cuando se produce un cambio sustancial en la situación fáctica que originó la acción de tutela; tendiente a detener la posible vulneración o amenaza, y por consiguiente, a satisfacer la pretensión invocada. En ese escenario, pierde sentido cualquier pronunciamiento encaminado a la protección de derechos fundamentales por parte del juez constitucional. 


2.5 Al respecto, en Sentencia SU-225 de 2013, esta Corporación expuso que: “La carencia actual de objeto por hecho superado se configura cuando entre el momento de la interposición de la acción de tutela y el momento del fallo se satisface por completo la pretensión contenida en la demanda de amparo. En otras palabras, aquello que se pretendía lograr mediante la orden del juez de tutela ha acaecido antes de que el mismo diera orden alguna. En este sentido, la jurisprudencia de la Corte ha comprendido la expresión hecho superado en el sentido obvio de las palabras que componen la expresión, es decir, dentro del contexto de la satisfacción de lo pedido en tutela.”

2.6. En consecuencia, cuando las circunstancias que motivan la acción de tutela desparecen, no hay lugar a emitir pronunciamiento de fondo, pues, en esos casos, se configura una carencia actual de objeto por hecho superado.”
 
5. En relación con las demás pretensiones, relativas a la inclusión en nómina las mesadas que se sigan generando y se resuelva de fondo la petición que elevó, al tener estas puntos comunes, la Sala se pronunciará sobre ellas de forma conjunta. 
El amparo está llamado a prosperar pero solo respecto a lo relativo al amparo del derecho de petición, porque, tal como quedó acreditado la UGPP no ha emitido pronunciamiento alguno sobre las mesadas pensionales que posteriormente se ocasionen, pues la respuesta brindada a la reclamación se refiere únicamente a las dejadas de pagar por el primer semestre de este año, y por ende, lo procedente era impartir la orden para que se pronunciara sobre esa solicitud.

En asunto similar al que ahora se decide, dijo la Corte Constitucional:

“Las accionantes estimaron en su demanda como vulnerados por el Fondo de Pensiones y Cesantías Santander S.A., los derechos fundamentales a la vida y al libre desarrollo de la personalidad. Sin embargo, del análisis de los presupuestos de hecho antes reseñados se concluye que la controversia jurídica versa sobre la omisión en la que incurrió la entidad accionada en dar respuesta a la solicitud realizada por las accionantes dirigida a obtener el reconocimiento de la pensión de sobrevivientes por la muerte del señor Edgardo Enrique de la Hoz Fierro… situación que hace ineludible el estudio de la posible vulneración del derecho fundamental de petición… (Resaltado ajeno al texto original)
.

En esa providencia, decidió la Corte proteger el derecho fundamental de petición de los demandantes y ordenó al fondo de pensiones demandado, responder la solicitud que aquellos elevaron para obtener el reconocimiento de la pensión que reclamaban.

En tal forma, como el juzgado de primera instancia tuteló el derecho de petición a la accionante, se respaldará esa decisión porque como se dijo, la respuesta que la UGPP brindó es incompleta.

Esta, al ejercer su derecho de defensa dijo que para la fecha en que se presentó la acción constitucional no había vencido el término de dos meses con que contaba para resolver la petición. Empero, la Sala no comparte ese argumento en razón a que de conformidad con la jurisprudencia constitucional, ese término se entiende concedido para aquellos casos en que se deba decidir sobre el reconocimiento de la pensión de sobreviviente
 que no fue lo que se le pidió en este asunto. Por tanto, como lo indicó la funcionaria de primera instancia, el lapso aplicable al asunto es el general de 15 días hábiles, el que aquí se superó con creces.  
En estas condiciones, se confirmará el fallo que se revisa y se adicionará para declarar el hecho superado respecto del derecho a la seguridad social invocado.
Por lo expuesto, la Sala Civil Familia del Tribunal Superior de Pereira, Risaralda, administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la ley,

R E S U E L V E

PRIMERO: CONFIRMAR la sentencia proferida por el Juzgado Quinto Civil del Circuito de Pereira, el pasado 17 de abril, en la acción de tutela que interpuso la señora Diana Stephanie Muñetón Rincones contra la Unidad Administrativa Especial de Gestión Pensional y Contribuciones Parafiscales de la Protección Social, a la cual fueron vinculados los Directores Jurídico y de Pensiones y los Subdirectores de Normalización de Expedientes, de Determinación de Derechos Pensionales y de Nómina de Pensionados de esa entidad, y SE ADICIONA para declarar la carencia actual de objeto respecto del derecho a la seguridad social.

SEGUNDO: Notifíquese esta decisión a las partes conforme lo previene el artículo 30 del Decreto 2591 de 1991.
TERCERO: Como lo dispone el artículo 32 del Decreto 2591 de 1991, envíese el expediente a la Corte Constitucional para su eventual revisión.
Notifíquese y cúmplase,

Los Magistrados,




CLAUDIA MARÍA ARCILA RÍOS




DUBERNEY GRISALES HERRERA




EDDER JIMMY SÁNCHEZ CALAMBÁS



� Folios 111 y 112 cuaderno No. 1


� Folios 107, vuelto, a 110 cuaderno No. 1


� “5.1.4. En ambos regímenes, los familiares de una persona fallecida pueden acceder a la pensión de sobrevivientes cuando esta última contaba con una pensión de vejez o de invalidez por riesgo común antes de morir, o cuando, pese a no haber obtenido una pensión, estaba afiliado al Sistema y había cotizado cincuenta (50) o más semanas durante los tres (3) años anteriores a su deceso. Independiente del caso del que se trate, la Ley 717 de 2001 ordena que el reconocimiento de esta prestación se dé, a más tardar, dentro de los dos (2) meses siguientes a su solicitud.” Sentencia T-187/16





� Folios 111 y 112 cuaderno No. 1


� Folios 107, vuelto, a 110 cuaderno No. 1


� Folio 16 cuaderno No. 1


� Folios 12 a 15 cuaderno No. 1


� Folios 68 vuelto y 69 cuaderno No. 1


� Folio 4 cuaderno No. 2


� Sentencia T-117A de 2014, MP. Luis Guillermo Guerrero Pérez





� Sentencia T-51 de 2007, Magistrada Ponente: Clara Inés Vargas Hernández.


� “5.1.4. En ambos regímenes, los familiares de una persona fallecida pueden acceder a la pensión de sobrevivientes cuando esta última contaba con una pensión de vejez o de invalidez por riesgo común antes de morir, o cuando, pese a no haber obtenido una pensión, estaba afiliado al Sistema y había cotizado cincuenta (50) o más semanas durante los tres (3) años anteriores a su deceso. Independiente del caso del que se trate, la Ley 717 de 2001 ordena que el reconocimiento de esta prestación se dé, a más tardar, dentro de los dos (2) meses siguientes a su solicitud.” Sentencia T-187/16
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